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León, Guanajuato, a 12 doce de octubre del año 2015 dos mil quince. . . . 
V I S T O S para dictar sentencia definitiva, los autos del proceso administrativo identificado con el expediente número 580/2013-JN, promovido por los ciudadanos *****, Presidente del Consejo de Administración y Apoderado, respectivamente, de la persona moral denominada *****, y: . . . . . . . 

C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- El proceso administrativo fue interpuesto oportunamente, toda vez que la demanda fue presentada dentro de los 30 treinta días hábiles siguientes al que según dijo el promovente, la persona moral *****, tuvo conocimiento de los actos impugnados; lo que fue el día 22 veintidós de agosto del año 2013 dos mil trece, sin que de las constancias del expediente se demuestre lo contrario. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

TERCERO.- La existencia de los actos impugnados, consistentes en la resolución emitida en fecha 15 quince de julio del año 2013 dos mil trece, dentro del procedimiento administrativo de inspección número 184/2013-A; mediante la que se impusieron medidas de seguridad a la poderdante del actor, por contar con anuncios denominativos adosados, tipo bandera, en el establecimiento ubicado en calle Juárez número 233 doscientos treinta y tres, de la zona centro de esta ciudad, sin contar con la licencia de anuncio correspondiente; así como la orden de visita de inspección de fecha 7 siete de mayo de ese año 2013 dos mil trece y el acta de la visita, practicada el día 10 diez de ese mismo mes y año; se encuentran documentadas en autos, con las copias certificadas notarialmente por el Licenciado Alejandro Durán Llamas, Notario Público número 44 cuarenta y cuatro en legal ejercicio en esta ciudad de esos mismos documentos; (visibles en el expediente a fojas 48 cuarenta y ocho a la 53 cincuenta y tres); las que ofrecidas por la parte actora, le fueron admitidas como pruebas de su intención; a la que con sustento en los artículos 78, 117, 119, 121 y 131 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se les otorga pleno valor probatorio; ya que constituyen documentos públicos al haber sido expedidos por las autoridades demandadas, dentro de un procedimiento administrativo de inspección; quienes además reconocieron expresamente -al contestar la demanda-, haber emitido los actos controvertidos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
CUARTO.- Por ser de Orden Público y por ende de examen de oficio, ya que constituye un presupuesto procesal, este Juzgador procede a analizar la personalidad con la que concurren los ciudadanos  *****, en la presente causa administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En el este proceso, el ciudadano Juan Antonio López Montes, comparece con el carácter de Presidente y Gerente General de la persona moral denominada *****; lo que acredita con la documental consistente en la Escritura Pública número 1,741 Un mil setecientos cuarenta y uno, expedida el día 18 dieciocho de enero del año de 1985 mil novecientos ochenta y cinco, por la Licenciada María del Carmen Anaya Velázquez, titular de la Notaría Pública número 92 noventa y dos, en legal ejercicio en este Municipio de León, Guanajuato; en la cual se hizo constar la constitución de la sociedad mercantil antes mencionada, en la cual en su Primera Cláusula Transitoria, en su inciso C), se designó como Presidente del Consejo de Administración y Gerente General, al ciudadano Juan Antonio López Montes, al que se le dotó con las facultades mencionadas en la Cláusula Vigésima Quinta de la Escritura; consistentes entre otros, en un mandato general amplísimo para pleitos y cobranzas; con todas las facultades generales y especiales que requieran cláusula especial conforme a la ley; según se refiere en esa misma Cláusula. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Copia que certificada por el Licenciado José Antonio Junquera Pons, Notario Público número 18 dieciocho en esta ciudad de León, Guanajuato; y que es visible en autos a fojas 39 treinta y nueve a 47 cuarenta y siete; constituye un documento público conforme lo establece el artículo 78 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; por lo que merece pleno valor probatorio, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 121 del citado Código, aunado a que al no haber sido objetado en cuanto a su autenticidad, es suficiente para acreditar que el ciudadano Juan Antonio López Montes tiene plenas facultades para representar a la sociedad mercantil denominada *****; y por ende, está facultado para promover, actuar e intervenir en este proceso. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Así mismo, también se analiza la personalidad del ciudadano Sergio López Falcón, quien manifestó ser Apoderado para Pleitos y Cobranzas de *****; acreditándolo con la copia certificada de la Escritura Pública número 9,736 nueve mil setecientos treinta y seis, de fecha 14 catorce de mayo del 2012 dos mil doce, tirada ante el Notario Público número 18 dieciocho, Licenciado José Antonio Junquera Pons (palpable a fojas 62 sesenta y dos y 63 sesenta y tres del expediente). . . . . . . . . . . 
Expediente número 580/2013-JN

En dicha Escritura consta que la persona moral referida en supralíneas, otorgó, a través de su Presidente del Consejo de Administración y Gerente General, un Poder para Pleitos y Cobranzas y Actos de Administración al ciudadano Sergio López Falcón, según se aprecia en su cláusula Primera; la que constituye también un documento público conforme lo establece el artículo 78 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; por lo que merece pleno valor probatorio, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 121 del citado Código, aunado a que al no haber sido objetado en cuanto a su autenticidad, razón por la cual el ciudadano en cuestión puede actuar e intervenir en el presente proceso. . . . . . . . 
QUINTO.- Por ser su examen preferente y de orden público, se analiza en principio si, en la especie, se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento previstas en los artículos 261 y 262 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa  para el Estado y los Municipios de  Guanajuato; ya que de actualizarse alguna, podría imposibilitar el pronunciamiento por parte de este órgano jurisdiccional sobre el fondo de la controversia planteada. . . . . . . . . . . . . . 
En la especie, en esta causa administrativa, la autoridad demandada no hizo valer ninguna causal de improcedencia o sobreseimiento; en tanto que de oficio, este juzgador, respecto de las demandadas, no advierte que en el caso concreto, se actualice alguna que impida el estudio de fondo del asunto; ya que si bien es cierto el acuerdo por el que se dictaron medidas de seguridad fue emitido por el titular de la Dirección General de Verificación Normativa, también lo es que la orden de inspección, con que se dio inicio al procedimiento fue emitida por el Director de Verificación Urbana y el inspector demandado elaboró el acta de visita de inspección; de ahí que resulte procedente este proceso en contra de los actos  impugnados. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
SEXTO.- Previamente al análisis del planteamiento de fondo formulado por la parte actora, este Juzgador, en cumplimiento a lo establecido en la fracción I del artículo 299 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, procede a fijar clara y precisamente los puntos controvertidos en el presente proceso administrativo. .  
De lo expuesto por el impetrante en su escrito inicial de demanda, así como de las constancias que integran esta causa administrativa, se desprende lo siguiente: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
1.- Que la persona moral denominada *****, es propietaria del establecimiento que funciona como hotel, que se ubica en calle Juárez número 233 doscientos treinta tres de la zona centro de esta ciudad. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .                                                
2.- Que respecto del establecimiento antes mencionado, en fecha 7 siete de mayo del año 2013 dos mil trece, se emitió la orden de visita de inspección, del expediente número 184/2013-A, la que se practicó por el inspector de nombre *****, el día 10 diez de mayo de ese mismo año; desprendiéndose que la referida persona moral no contaba con licencia de anuncio, respecto de anuncios instalados en el inmueble visitado, de carácter denominativos, adosados, de tipo bandera. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
3.- Que finalmente, el día 15 quince de julio de ese año, el Director General de Verificación Normativa, dentro del expediente del procedimiento administrativo con número 184/2013-A, emitió el acuerdo por el cual le impuso a la poderdante de la parte actora, las medidas de seguridad consistentes en la clausura y el retiro de los anuncios instalados. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Así las cosas, la parte actora considera ilegal los actos impugnados; toda vez que estima que no se fundaron ni motivaron suficientemente la orden de inspección, ni el acta de visita ni el propio acuerdo por el que se impusieron medidas de seguridad. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
A lo antedicho por el impetrante del proceso, las autoridades demandadas se concretaron a sostener la legalidad de sus actos, los que consideraron se encuentran debidamente fundados y motivados. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Así las cosas, la “litis” planteada se hace consistir en determinar la legalidad o ilegalidad de los actos dictados dentro del procedimiento administrativo de inspección número 184/2013-A, consistentes en la orden de visita de inspección, el acta de la visita practicada y el acuerdo por el que se dictaron medidas de seguridad, ya descritos en la presente resolución. . . . . . . . . . 
SÉPTIMO.- No existiendo impedimento legal, se procede a analizar los conceptos de impugnación planteados por la parte actora; aplicando el principio de mayor consecuencia anulatoria de los actos impugnados y que pudieran traer mayor beneficio a la parte actora en concordancia con los principios de congruencia y exhaustividad que deben regir en toda sentencia; por lo que este Juzgador se avocará al estudio del concepto de impugnación que considera trascendental para emitir la presente resolución, como lo es el que se señala como Primero, en relación con el hecho señalado con el número 2 dos; sin necesidad de transcribirlo en su totalidad, así como tampoco los restantes conceptos vertidos por la parte actora; sirviendo para ello el criterio sostenido por un Tribunal Colegiado del Poder Judicial de la Federación, en la siguiente Jurisprudencia: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS. El hecho de que el Juez Federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.” SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO. No. Registro: 196,477. Jurisprudencia, Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: 
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Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. VII, Abril de 1998, Tesis: VI.2o. J/129. Página: 599. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Así pues, en el Primer concepto de impugnación hecho valer, el impetrante refirió que: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“Los artículos 137 fracción VI, 302 fracción II,…. Del Código de Procedimiento….conceden a quienes promueven…un Derecho Subjetivo….”, lo anterior en relación al hecho señalado con el número 2 dos del escrito de demanda y que se refiere a que no se plasmó suficientemente la fundamentación de la orden de visita, señalando en el último párrafo de la foja 5 cinco: “la orden de visita oficio S/N  expediente 184/2013-A, cita y señala diversos artículos de diferentes cuerpos legales; pero OMITE Y DESCUIDA PRECISAR FRACCIONES E INCISOS DE LOS MISMOS…”; refiriéndose específicamente a los artículos citados como fundamento de la orden de visita de inspección consistentes en los artículos 1, 4 388, 390, 393, 397, 400, 423, 551 y 553 del Código Reglamentario de Desarrollo Urbano de León, Guanajuato; y 208 y 214 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; en los que no se citan las fracciones, que resultan aplicables al asunto en concreto, ya que cuentan con diversas fracciones o incisos y no se precisó cuáles eran aplicables, pues no es posible que todas esas fracciones resulten ser aplicables al caso en particular. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Señalando por último, que ello significa que el acuerdo que dictó medidas de seguridad a la parte actora es ilegal, al ser fruto de un acto viciado de ilegalidad, como lo es la orden de visita de inspección de fecha 7 siete de mayo del 2013 dos mil trece. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
A lo que las autoridades demandadas, manifestaron que los conceptos de impugnación son infundados e inoperantes;  y que son inatendibles los agravios. . 
Una vez revisada la resolución impugnada, para quien resuelve resulta fundado ese concepto de impugnación; toda vez que en efecto, tal y como lo refiere el impetrante de este proceso, tal orden resulta ilegal, pues como lo destacó, se encuentra deficientemente fundada. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .    

En efecto, al consistir la fundamentación en la expresión del precepto legal aplicable al caso concreto, señalando asimismo la fracción, inciso o párrafo en la que se encuentre contenida dicha norma; luego entonces, del propio acto administrativo impugnado, en este caso, la orden de inspección de fecha 7 siete de mayo del año 2013 dos mil trece,  debía desprenderse con claridad, en primer término, la cita de los ordenamientos legales que resultaban aplicables al caso en particular, así como enseguida los preceptos de los mismos,  incluyendo aquellos relativos a la competencia; y, si tales preceptos incluían diversos supuestos, se debía precisar el apartado, párrafo, fracción o fracciones, incisos o subincisos que en su caso resultaran aplicables;  pues es necesario que el fundamento y motivo no se expresen de manera lacónica, ya que la fundamentación y motivación tienen como propósito primordial y “ratio” que la justiciable conozcan el "para qué" de la conducta de la autoridad, lo que se traduce en darle a conocer en detalle y de manera completa los dispositivos de los ordenamientos legales que resultaban aplicables al caso concreto y la esencia de todas las circunstancias y condiciones que determinaron el acto de voluntad, de manera que sea evidente y muy claro para la parte afectada poder cuestionar y controvertir el mérito de la decisión, permitiéndole una real y auténtica defensa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Contrario a la anterior, en la señalada orden de visita impugnada  (visible a foja 50 cincuenta), emitida en la fecha indicada por el Director de Verificación Urbana, no se cumplió con dicho elemento de validez de los actos administrativos, al ser deficiente en la exposición de los fundamentos del acto emitido; pues como se señaló por la parte actora, en efecto, la autoridad demandada fue deficiente en establecer y clarificar los fundamentos que asentó; pues citó primeramente como fundamento de la emisión de la orden, el artículo 115 fracciones II y V de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; pero omitió precisar qué incisos de dichas fracciones del señalado texto Constitucional, resultaban aplicables para la emisión del acto; pues la fracción II se refiere a las facultades de los ayuntamientos, y contiene dos párrafos y enseguida 5 cinco incisos, sin que se precisara cual o cuales eran aplicables; así como la fracción V se refiere a las facultades de los municipios y contiene los incisos que van de la “a” a la “i”, sin que tampoco precisara cuál de ellos resultaba aplicable. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
De la misma manera, se señalaron como fundamento los artículos 2 y 7 de la Constitución Política  para el Estado de Guanajuato; sin embargo tales preceptos contienen varios párrafos, sin que haya precisado la autoridad emisora cuáles de ellos eran los que resultaban expresamente aplicables, de acuerdo a la naturaleza del asunto. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Asimismo, se citaron los artículos 1, 4, 388, 390, 393, 397, 400, 423, 551 y 553 del Código Reglamentario de Desarrollo Urbano para el Municipio de León, Guanajuato; sin embargo, de las fracciones con que cuentan tales preceptos, no se citaron aquellas que se consideraban por la autoridad emisora como fundamento para la emisión de la orden impugnada. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Especialmente resulta relevante para este juzgador, el que el Director de Verificación Urbana hubiere plasmado en la orden de visita, las fracciones que resultaban aplicables, de los artículos 423, -precepto referido al tipo de anuncio que se pretendía regular y de los que se requiere responsiva; 551, relativo a las medidas de seguridad que puede decretar la autoridad; y 553, en relación a los casos en que procede la clausura. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Así como que respecto de los artículos 208 y 214 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, tampoco se expresaron las fracciones e incisos que servían de fundamento a la emisión de la orden de visita de inspección . . . . . . . . . . . . . . . . . .
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Y por último, resulta necesario destacar que del artículo 50, del Reglamento Interior de la Administración Pública Municipal de León, Guanajuato, precepto que contiene las atribuciones de la Dirección de Verificación Urbana, y que, por ende, es sumamente importante para fundar la competencia de la autoridad para emitir la orden de inspección; la autoridad demandada solo la anotó en la orden como 50, fracciones I, II, III y IV, pero resulta que la fracción I, tiene 3 incisos relativos a las materias en las que tal dependencia tiene atribuciones, pero no se señala cual de tales incisos es el que se considera aplicable; resultando de todo lo señalado, la deficiente fundamentación de la orden de inspección impugnada, lo que debía haber dejado perfectamente aclarado, a efecto de permitirle al justiciable conocer a ciencia cierta los preceptos legales que resultaban aplicables al caso concreto. . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por lo anterior, al resultar fundado el concepto de impugnación señalado, toda vez que la orden de inspección que se analiza se encuentra deficientemente fundada; y por ende no se cumple con el elemento de validez de los actos administrativos de encontrarse debidamente fundada; en términos de lo señalado en el artículo 137, fracción VI, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; por lo que con sustento en lo dispuesto en los artículos 300, fracción II, y 302, fracción II, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, procede decretar la nulidad total de la orden de inspección número de expediente 184/2013-A, de fecha 7 siete de mayo del año 2013 dos mil trece; y por ende, por ser consecuencia de dicha orden, procede a su vez, decretar también la nulidad total de los actos que se sustentan en dicha orden, tales como la visita de inspección realizada el día 10 diez de ese mismo mes y la resolución de fecha 15 quince de julio del año 2013 dos mil trece, por la que se impusieron medidas de seguridad; consistentes en la clausura y el retiro de los anuncios instalados en el inmueble ubicado en calle Juárez 233 doscientos treinta y tres de la zona centro de esta ciudad. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Como apoyo a lo anterior, se cita el criterio del Tribunal Colegiado de Circuito mencionado en la siguiente jurisprudencia: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

“ORDEN DE VISITA. LA ILEGALIDAD DE LA MISMA PRODUCE LA NULIDAD LISA Y LLANA DE LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA. Considerando que la orden de visita es el acto administrativo que da inicio al procedimiento de fiscalización, debe estimarse que la ilegalidad de dicho acto implica necesariamente la inexistencia de la base de tal procedimiento, por lo que debe declararse la nulidad de las resoluciones administrativas dictadas con apoyo en el procedimiento cuya orden de visita fue declarada ilegal. SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO. Novena Época. Registro: 195739. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Jurisprudencia. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. VIII, Agosto de 1998. Materia(s): Administrativa. Tesis: VI.2o. J/144. Página:   753. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
SÉPTIMO.- En virtud de que el concepto de impugnación analizado, resulta suficiente para decretar la nulidad de la resolución y actos impugnados; consecuentemente resulta innecesario de los restantes conceptos de impugnación expresados, ya que su análisis no afectaría el sentido de esta resolución . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Sirve de apoyo a lo anterior la tesis de jurisprudencia que a la letra señala: 

“CONCEPTOS DE VIOLACION. CUANDO SU ESTUDIO ES INNECESARIO. Si al considerarse fundado un concepto de violación ello trae como consecuencia la concesión del amparo, es innecesario analizar los restantes, ya que cualquiera que fuera el resultado de ese estudio, en nada variaría el sentido de la sentencia.” Segundo Tribunal Colegiado Del Quinto Circuito. No. Registro: 223,103. Jurisprudencia. Materia(s): Común. Octava Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación. I, Abril de 1991. Tesis: V.2o. J/7. Página: 86. Genealogía:  Gaceta número 40, Abril de 1991, página 125. . . . . . . . . . . . .

Por lo expuesto, y con fundamento además en lo dispuesto en los artículos 249, 298, 299, 300, fracción II y 302, fracción II del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es de resolverse y se. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
R E S U E L V E :

PRIMERO.- Este Juzgado Segundo Administrativo Municipal resultó competente para conocer y resolver del presente proceso administrativo. . . . . . . 

SEGUNDO.- Resultó procedente el presente proceso en contra de los actos y las autoridades demandadas. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.- Se decreta la nulidad total de la orden de inspección número de expediente 184/2013-A, de fecha 7 siete de mayo del año 2013 dos mil trece; y por ende, por ser consecuencia de dicha orden, procede a su vez, decretar también la nulidad total de los actos que se sustentan en dicha orden, tales como la visita de inspección realizada el día 10 diez de ese mismo mes y la resolución de fecha 15 quince de julio del año 2013 dos mil trece, por la que se impusieron medidas de seguridad; consistentes en la clausura y el retiro de los anuncios instalados en el inmueble ubicado en calle Juárez 233 doscientos treinta y tres de la zona centro de esta ciudad; Lo anterior conforme a las consideraciones lógicas y jurídicas expresadas en el considerando Sexto de presente sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Notifíquese a las autoridades demandadas por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalado al efecto. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .


En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registros que se lleva para tal efecto. . . . . 
Así lo resolvió y firma el Licenciado Ernesto Alejandro Mora Álvarez, Juez Segundo Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta, la Licenciada María del Rocío Villanueva Sánchez, quien da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
